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Quito, D.NA., 21 de diciembre de 2021 

CASO No. 1497-20-JP 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 
EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EXPIDE LA SIGUIENTE 

SENTENCIA 

Tema: Esta sentencia examina la alegada vulneración al derecho a la educación de una 
niña en situación de movilidad humana desde dos perspectivas: i) la de las actuaciones 
discriminatorias que lesionan el derecho a la educación de los niños, niñas y 
adolescentes en condiciones de vulnerabilidad y ii) la de las consecuencias perjudiciales 
del acceso tardío a la educación en el goce de otros derechos como el libre desarrollo de 
la personalidad y la vida digna. En tal virtud, la sentencia dispone medidas de reparación 
tendientes a eliminar prácticas discriminatorias en el acceso a la educación de las 
personas en situación de movilidad humana, así como tendientes a garantizar el acceso 
oportuno y pleno de los niños, niñas y adolescentes al derecho a la educación.  
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Sentencia No. 1497-20-JP/21 
Juez ponente: Alí Lozada Prado 

L Reseña procesal 

1. Esta sentencia de revisión se realiza respecto de la acción de protección No. 04281-
2020-00447, cuya decisión de segunda instancia se remitió a esta Corte mediante oficio 
No. 0134-CPJC, de 20 de agosto de 2020, suscrito por la secretaria relatora de la Sala 
Única Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Carchi. 

1.1 El proceso inició el 26 de febrero de 2020 con la demanda de acción de protección 
con medidas cautelares presentada por la Dra. Tania Madelen Castillo Tejada en 
calidad de Coordinadora General Defensorial Zonal 1 y William Delgado lnagan, 
Especialista de Usuarios y Consumidores de la Coordinación Zonal 1 de la 
Defensoría del Pueblo del Ecuador'. 

1.2 En sentencia de 16 de julio de 2020, la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón 
Tulcán aceptó la demanda y dispuso medidas de reparación. 

1.3 El 21 de julio de 2020, el Ministerio de Educación interpuso recurso de apelación, 
que fue rechazado en la sentencia dictada el 14 de agosto de 2020 por la Sala 
Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Carchi, que ratificó la 
sentencia subida en grado y dispuso, además, que se realicen clases de nivelación 
de aquellas materias de realidad nacional ecuatoriana en las que la niña G.N.A.R. 
presentó falencias. 

2. El caso fue seleccionado el 6 de abril de 2021 y, posteriormente, asignada su 
sustanciación, mediante sorteo de 12 de mayo de 2021, al juez constitucional Alí Lozada 
Prado, quien el 6 de septiembre de 2021 avocó conocimiento del caso. 

3. En la tramitación del proceso de revisión, si bien la audiencia es una diligencia útil para 
la formación del criterio para decidir2, en la sentencia N° 105-10-JP/21, esta 
Corte estableció que, "cuando de las connotaciones de los hechos de las causas 
seleccionadas, se encuentre delimitado el alcance al que se circunscribirá la revisión y 
el acervo procesal resulte suficiente, se procederá a resolver por el mérito de los 
expedientes"3. En la revisión del presente caso, la Corte no consideró necesario 
convocar a las partes procesales a audiencia y resolver el caso en mérito de los autos. 

4. En sesión de 7 de diciembre de 2021, la Primera Sala de Revisión, conformada por los 
jueces constitucionales Ramiro Avila Santamaría, Enrique Herrería Bonnet y Alí 
Lozada Prado, en virtud del sorteo realizado por el Pleno de la Corte Constitucional el 
17 de noviembre de 2021, aprobó el proyecto de sentencia propuesto por el juez 
sustanciador en la presente causa de revisión. 

Ver hoja 8 del expediente No. 04281-2020-00447. La Defensoría del Pueblo solicitó que se permita la 
inscripción de la niña G.N.A.R. al octavo año de educación básica. 
2  Corte Constitucional, sentencia N.° 159-11-JH/19, párrafo 10. 

Corte Constitucional, sentencia NY 105-10-JP/19, párrafo 11. 

Quito: José Tamayo E10-25 y  Lizardo García. Tel. (593-2) 394-18' 

www.corteconstitucional.gob.ez 	 Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to pis 



11 CORTE 
CONSTITUCIONAL 
DEL ECUADOR 

II. Hechos probados del caso 

Sentencia No. 1 
Juez ponente: Alí 

, 
ItA ION 

97-2  

\ 

i 	%toa, 

zagE 	ARIA 
GENERAL 

5. Previo al inicio del año lectivo 2019-2020, la madre de G.N.A.R., niña de nacionalidad 
venezolana en situación de movilidad humana, presentó ante el Distrito de Educación 
04D01 San Pedro de Huaca en Tulcán (en adelante, "el Distrito") los certificados de 
tercero, cuarto, quinto y sexto años de estudioso  con el fin de que su hija pueda ser 
inscrita en el octavo año de educación básica (certificados correspondientes a los años 
de estudio inmediatos anteriores al que se pretendía cursar). El Distrito negó la solicitud 
por considerar que los certificados de primer y segundo años eran necesarios para 
proceder con la inscripción. 

6. Ante dicha negativa, la señora Emily Jackeline Romero Pantoja solicitó que su hija rinda 
pruebas de ubicación. El 28 de agosto de 2019, la niña G.N.A.R. rindió las pruebas para 
evaluar si puede ser ubicada en el octavo año de educación básica; en las que obtuvo un 
puntaje de 5,36 sobre 10 puntos, es decir, no alcanzó el puntaje mínimo de 7 puntoss. 

7. Por tanto, una vez más, la señora Emily Jackeline Romero Pantoja solicitó la referida 
matrícula al Distrito de Educación 04D01 San Pedro de Huaca en Tulcán (en adelante, 
"el Distrito") con base en los certificados de aprobación del tercero, cuarto, quinto y 
sexto año de educación básica en Venezuela6. 

8. El órgano referido le informó a la señora Romero Pantoja que la matrícula era 
improcedente, debido a que solo presentó los certificados de los últimos niveles 
aprobados por su hija, pero no los de primero y segundo año7. 

9. Frente a ello, el 6 de septiembre de 2019, la señora Emily Jackeline Romero Pantoja 
presentó una petición a la Coordinación General Defensorial Zonal 1 de la Defensoría 
del Pueblo en Carchi (en adelante, "la Defensoría"). 

10. La Defensoría inició una investigación defensorial y convocó a audiencia el 7 de octubre 
de 2019. Debido a que los representantes del Distrito no comparecieron a la audiencia, 
esta se reprogramó para el 7 de noviembre de 2019. En dicha audiencia, los 
representantes del Distrito "se [comprometieron] a realizar las gestiones necesarias 
para ubicar a la hija de la peticionaria [...] de acuerdo a los niveles educativos 
aprobados y de los cuales la señora peticionaria tiene la documentación justificante" 8.  

11. Tras considerar que existió incumplimiento de lo acordado en audiencia de 7 de 
noviembre de 2019, la Defensoría del Pueblo convocó a una nueva audiencia, que se 
llevó a cabo el 14 de enero de 2020, en donde se alcanzaron dos compromisos: i) la 
señora Emily Jackeline Romero Pantoja entregaría los documentos de los dos primeros 

En Venezuela la educación primaria se desarrolla del primer al sexto año, luego del sexto año empieza la 
educación secundaria. 
5  Expediente de la causa No. 04281-2020-00447, hoja 36 reverso. 
6  'bid. 

Expediente de la causa No. 04281-2020-00447, hoja 37, segunda viñeta. 
8  Expediente de la causa No. 04281-2020-00447, hoja 32. 
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años hasta febrero de 2020; y, ii) el Distrito permitiría el ingreso inmediato a la niña 
G.N.A.R al octavo año de básica, nivel que le correspondías. 

12. En virtud del compromiso señalado en el párrafo precedente, la señora Romero solicitó 
el ingreso de su hija al octavo año de básica; sin embargo, eso le fue impedido debido 
al mismo argumento, es decir, la inexistencia de los certificados de primer y segundo 
año1°. 

13. En febrero de 2020, la señora Romero presentó la documentación completa al Distrito, 
sin embargo, se le informó que el trámite de ingreso de su hija al sistema educativo ya 
no era posible, debido a que la plataforma CAS —a través de la cual se realizan los 
procesos de inscripción— no se encontraba habilitada". 

14. Tras la presentación de la demanda de acción de protección, en auto de 27 de febrero de 
2020, la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón Tulcán, en atención a las medidas 
cautelares solicitadas, dispuso que se proporcione el acceso de la niña al centro de 
educación más cercano a su domicilio y al nivel equivalente al que correspondería en 
Venezuela12. 

15. En razón de las medidas cautelares, la niña G.N.A.R asistió a clases en la Escuela de 
Educación Básica Alejandro R. Mera a partir del 4 de marzo de 202013. 

III. Debate procesal 

A. Pretensión y fundamentos de la legitimada activa. 

16. En la acción de protección, la parte accionante pretendió que se declare la vulneración 
a los derechos a la educación (arts. 26 y 27 de la Constitución) de la niña G.N.A.R., así 
como la inobservancia de la obligación del Estado de garantizar el desarrollo integral de 
los niños, niñas y adolescentes, a través del acceso a la educación (arts. 44 y 45 de la 
Constitución). 

17. El cargo en el que se fundamentan las pretensiones de la parte accionante es el siguiente: 
Se vulneró el derecho a la educación de la niña G.N.A.R, pues se impidió su ingreso a 
octavo año de educación básica por considerar que la documentación se encontraba 
incompleta, a pesar de que la señora Emily Jackeline Romero Pantoja, madre de la niña 
G.N.A.R, presentó los certificados de tercer, cuarto, quinto y sexto año de educación 
básica, y únicamente no presentó los certificados de años anteriores, es decir, de primer 
y segundo año de educación básica. La señora Emily Romero agregó, además, que solo 
se admitió a su hija cuando hubo presentado los certificados completos, incluidos los de 
primer y segundo año. 

4  Expediente de la causa No. 04281-2020-00447, hoja 35. 
1" Expediente de la causa No . 04281-2020-00447, hoja 37. 
11  Expediente de la causa No . 04281-2020-00447, hoja 37. 
12  Expediente de la causa No . 04281-2020-00447, hoja 10. 
13  Expediente de la causa No . 04281-2020-00447, hoja 18 y 40 
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B. Fundamentos de la legitimada pasiva. 

18. Oscar Fernando Villareal Morán, en calidad de director del Distrito, en audiencia de 14 
de julio de 2020 ante el juez de la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón Tulcán, 
señaló que no se vulneró el derecho a la educación por las siguientes razones: 

18.1 A través de la resolución No. 18-2020, de 2 de marzo de 2020, se reconocieron 
los estudios realizados por la niña en Venezuela y se dispuso su recepción en la 
Escuela de Educación Básica Alejandro R. Mera en Tulcán al octavo año de 
educación básica. 

18.2 La niña G.N.A.R aprobó el año lectivo 2019-2020 —octavo año de básica—. 

18.3 La madre de la niña G.N.A.R no contaba con los documentos necesarios para 
comprobar la aprobación de los años anteriores, previstos en los artículos 52 de la 
Ley Orgánica de Educación Intercultural, y 166 de su reglamento, en conformidad 
con lo previsto en el Convenio Andrés Bello. 

18.4 La niña G.N.A.R. no había aprobado las pruebas de ubicación realizadas, por lo 
que el Ministerio de Educación solamente solicitó lo que dispone la ley, es decir, 
los certificados de aprobación de años anteriores y, debido a que no presentó los 
certificados de primero y segundo año, el Ministerio no podía seguir con la 
inscripción. 

18.5 Adicionalmente, manifestó que 

[...] en ningún momento se le dijo [a la niña] usted viene de Venezuela y no puede 
ingresar al sistema educativo fiscal ecuatoriano, se le dijo hay que hacer procedimientos 
y es esa la razón por la demora, entonces está demostrado que no hubo la vulneración 
del derecho, más bien lo que hubo es pequeños inconvenientes hasta que la madre por 
fin logra presentar toda la documentación en regla y validarle con la resolución recién 
en el mes marzo [...]14. 

18.6 Además, señaló que desconocen como Ministerio de Educación los 
inconvenientes presentados y que se comprometen a mejorar los procedimientos 
para garantizar el derecho a la educación. 

C. Fundamentos de la Procuraduría General del Estado. 

19. En escrito presentado el 24 de abril de 2020, la Procuraduría General del Estado señaló 
correo electrónico y casillero judicial. 

D. Decisión de primera instancia y medidas de reparación. 

" Expediente de la causa No. 04281-2020-00447. hoja 52. 
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20. En sentencia de 16 de julio de 2020, la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón 
Tulcán aceptó la demanda y dispuso las siguientes medidas de reparación15: 

1) Se Garantice a [...] [G.N.A.R.], mientras esta permanezca en el estado ecuatoriano, 
acceder a su derecho a la educación en cualquiera de la unidades educativas del país 
donde esta fije su domicilio; 2) Se proceda a ofrecer disculpas públicas a través de las 
páginas web del Ministerio de Educación, por el lapos [sic] de dos meses a [...] [G.N.A.R.] 
y su familia, por los siete meses que se le privó de acceder al sistema educativo 
ecuatoriano; 3) Se conmine a los funcionarios del Distrito de Educación 04D01 San Pedro 
de Huaca Tulcán, a atender con mayor diligencia los casos de personas que desean 
acceder al sistema educativo bajo criterios de . flexibilidad y racionalidad; a fin de evitar 
que caos como el presente se vuelvan a repetir; 4) Se imparta en el trascurso del año 2020 
a los funcionarios del Distrito de Educación 04D01 San Pedro de Huaca Tulcán, al menos 
dos capacitaciones sobre los derechos de grupos vulnerables en relación al acceso a la 
educación; 5) Se vigile el cumplimiento estricto de las normas y políticas emitidas por el 
Estado para garantizar el derecho a la educación de sus habitantes; 6) Se socialice a los 

. funcionarios del Ministerio de Educación las normas constitucionales y tratados 
internacionales suscritos por nuestro país para tutelar el derecho universal de todo ser 
humano a la educación. 

E. Decisión de segunda instancia y medidas de reparación. 

21. El 21 de julio de 2020, el Ministerio de Educación interpuso recurso de apelación, que 
fue rechazado en el sentencia dictada el 14 de agosto de 2020 por la Sala 
Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Carchi, que ratificó la sentencia 
subida en grado y dispuso además que se nivele los conocimientos de la niña G.N.A.R 
en aquellas materias de realidad nacional ecuatoriana en las que presentó falencias al 
momento de dar el examen de ubicación. 

IV. Competencia 

22. En virtud de lo dispuesto en el artículo 436 numeral 6 de la Constitución de la República, 
en concordancia con los artículos 2 numeral 3 y 25 de la LOGJCC, el Pleno de la Corte 
Constitucional es competente para revisar las decisiones adoptadas en procesos 
relacionados con garantías jurisdiccionales. De igual forma, en conformidad con la 
sentencia 159-11-JH/19, de verificar que las vulneraciones alegadas en la acción de 
protección persisten, esta Corte debe pronunciarse respecto de las pretensiones 
formuladas en dicha acción de protección'. 

V. Planteamiento de los problemas jurídicos 

23. A partir del cargo expuesto en el párr. 15 supra, el primer problema jurídico a resolver 
se plantea de la siguiente forma: ¿Se vulneró el derecho a la educación de la niña 
G.N.A.R, pues se impidió su ingreso al octavo año de básica porque, a pesar de la 
presentación de la documentación de tercero, cuarto, quinto y sexto año de básica —es 

" Expediente de la causa No. 04281-2020-00447, hoja 58. 

16  Corte Constitucional, párr. 9 al 11. 
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decir, los años inmediatos anteriores al octavo año de básica—, solo se la admit 
presentó los certificados de primero y segundo año de educación básica? 

24. Si se respondiera afirmativamente el anterior problema jurídico, habría que responder 
al siguiente: ¿Cuáles son las medidas de reparación pertinentes para el caso concreto? 

VI. Resolución del caso materia de revisión 

F. Primer problema jurídico: ¿Se vulneró el derecho a la educación de la niña 
G.N.A.R, pues se impidió su ingreso al octavo año de básica porque, a pesar de 
la presentación de la documentación de tercero, cuarto, quinto y sexto año de 
básica, solo se la admitió cuando presentó los certificados de primero y segundo 
año de educación básica? 

F.a. Vulneración del derecho a la educación en la dimensión de la 
accesibilidad 

25. El Distrito argumentó que la niña G.N.A.R no aprobó la prueba de ubicación para el 
octavo año de básica, obteniendo 5,36 cuando el puntaje mínimo era 7, razón por la que 
habrían pedido los documentos de aprobación de años anteriores, emitidos en 
Venezuela. 

26. Respecto de la evaluación referida en el párrafo precedente, la Defensoría del Pueblo 
alegó que las materias en las que falló la niña G.N.A.R fueron las referentes a historia y 
geografía del Ecuador, por lo que una niña que residía en un país extranjero no podía 
conocer ternas de realidad nacional ecuatoriana. De igual forma, alegó que, en 
conformidad con los reportes de notas presentados por la Unidad Educativa Alejandro 
R. Mera, la niña ha demostrado su capacidad para cursar el octavo año de básica, 
obteniendo calificaciones superiores a 9 sobre 10 puntos17. 

27. Es verdad que existen requisitos objetivos y razonables que son exigibles no solo para 
la admisión a cierto programa de estudios, sino para su permanencia en este. De no 
cumplir estos requisitos, la inadmisión o desvinculación del estudiante estaría 
justificada. El Tribunal Supremo Español, al respecto, se ha pronunciado de la siguiente 
forma: 

Estos requisitos se deben tener al momento de acceso y mantenerse para continuar los 
estudios. Una vez fijados normativamente tales exigencias, el control de su cumplimiento 
es una cuestión ordinaria, si bien, en tanto en cuanto afecta a un derecho fundamental, 
cabe exigir incluso una mayor diligencia en la constatación de los mismos. [...] ello no 
vulnera el derecho a la educación, que no es un derecho absoluto, sino que debe prestarse 
en las condiciones Midas por el ordenamiento '8. 

I7  Ver hoja 20 del expediente del caso No. 04281-2020-00447. 
18  Tribunal Supremo de España, STS, de 24 marzo 1997 (RJ 1997\2497). 
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